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PROYECTO DE LEY NÚMERO 237 DE 
2025 CÁMARA

por medio del cual se amplía la licencia de 
paternidad y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C. agosto de 2025
Señor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Secretario General
Cámara de Representantes
Asunto: Radicación de Proyecto de Ley.
En nuestra condición de miembros del Congreso 

de la República y en uso del derecho consagrado en 
la Constitución Política de Colombia y en la Ley 
5ª de 1992, nos permitimos poner a consideración 
de la Honorable Cámara de Representantes el 
siguiente Proyecto de Ley número 237 de 2025 
Cámara, por medio del cual se amplía la licencia 
de paternidad y se dictan otras disposiciones con 
el fin de iniciar con el trámite correspondiente 
y cumplir con las exigencias dictadas por la 
Constitución y la ley.

Atentamente,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 237 DE 2025 
CÁMARA

por medio del cual se amplía la licencia de paternidad 
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto ampliar la licencia de paternidad en Colombia 
y dictar otras disposiciones con el fin de reducir la 
discriminación laboral asociada a la maternidad, 
garantizar el derecho de todas las personas a cuidar y ser 
cuidadas, y promover un cambio cultural garantizando 
progresivamente transformaciones sociales hacia la 
igualdad.

 Artículo 2º. Modifíquese el parágrafo 2° del artículo 
236 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por 
la Ley 2114 de 2021, el cual quedará así: 

Parágrafo 2°: La licencia de paternidad en 
Colombia aumentará de manera progresiva hasta 
llegar a ser de doce (12) semanas en 2027.
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Así, desde la entrada en vigencia de la presente 
ley será de cinco (5) semanas intransferibles, 
posteriormente en 2026 subirá a ocho (8) semanas 
también intransferibles y en 2027 llegará a doce (12) 
semanas.

La licencia remunerada de paternidad opera por 
los hijos nacidos del cónyuge o de la compañera 
permanente, así como para el padre adoptante.

El único soporte válido para el otorgamiento de 
la licencia remunerada de paternidad es el Registro 
Civil de Nacimiento, el cual deberá presentarse a la 
EPS a más tardar dentro de los 30 días siguientes a 
la fecha del nacimiento del menor.

La licencia remunerada de paternidad estará a 
cargo de la EPS y será reconocida proporcionalmente 
a las semanas cotizadas por el padre durante el 
periodo de gestación.

Artículo 3º. Modifíquese el numeral 3 del 
parágrafo 4° del artículo 236 del Código Sustantivo 
del Trabajo, modificado por la Ley 2114 de 2021, el 
cual quedará así:

Ambos progenitores podrán acordar libremente 
como distribuir el tiempo de la licencia parental 
flexible en periodos semanales, de forma acumulada 
o interrumpida. Para ello deberán avisar a su 
empleador respectivo con un periodo no inferior a 
quince (15) días de antelación.

Artículo 4º. Vigencia. La presente disposición 
rige a partir de la fecha de sanción y publicación, y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 237 DE 2025 
CÁMARA

por medio del cual se amplía la licencia de 
paternidad y se dictan otras disposiciones

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La presente exposición de motivos está compuesta 

por siete (7) apartes:
1.	 Objeto del proyecto de ley.
2.	 Fundamento normativo.
3.	 Justificación del proyecto de ley.
4.	 Competencia del congreso,
5.	 Conflictos de interés.
6.	 Impacto fiscal.
7.	 Referencias.
1.	 OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
La presente iniciativa legislativa tiene por objeto 

ampliar la licencia de paternidad en Colombia 
y establecer disposiciones complementarias 
orientadas a reducir la discriminación laboral 
asociada a la maternidad, garantizar el derecho de 
todas las personas a cuidar y ser cuidadas y promover 
un cambio cultural garantizando progresivamente 
transformaciones sociales hacia la igualdad.

El texto propuesto para dar su respectivo trámite 
legislativo, se compone de cuatro artículos, entre los 
cuales se incluye la vigencia:

Mediante la modificación de los instrumentos 
normativos correspondientes, se propone un 
aumento de la licencia de paternidad de la siguiente 
manera:

2. FUNDAMENTO NORMATIVO
Constitución Política de 1991: La Constitución 

Política de Colombia establece disposiciones 
orientadas a garantizar la igualdad, así como otras 
encaminadas a la protección de los derechos de las 
niñas y los niños:

“Artículo 13. Todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen 
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nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que 
la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas 
en favor de grupos discriminados o marginados. 
(Negrilla fuera del texto original)”.

“Artículo 43. La mujer y el hombre tienen iguales 
derechos y oportunidades. La mujer no podrá 
ser sometida a ninguna clase de discriminación. 
Durante el embarazo y después del parto gozará 
de especial asistencia y protección del Estado, y 
recibirá de este subsidio alimentario si entonces 
estuviere desempleada o desamparada. (Negrilla 
fuera del texto original)”.

“Artículo 44. Son derechos fundamentales de 
los niños: la vida, la integridad física, la salud y 
la seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación 
y la cultura, la recreación y la libre expresión de 
su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o económica y 
trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las 
leyes y en los tratados internacionales ratificados 
por Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen 
la obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral 
y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier 
persona puede exigir de la autoridad competente 
su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos 
de los demás. (Negrilla fuera del texto original)”.

“Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto 
del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta 
por lo menos los siguientes principios mínimos 
fundamentales:

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; 
remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el 
empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales; facultades para 
transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 
discutibles; situación más favorable al trabajador 
en caso de duda en la aplicación e interpretación 
de las fuentes formales de derecho; primacía de la 
realidad sobre formalidades establecidas por los 
sujetos de las relaciones laborales; garantía a la 
seguridad social, la capacitación, el adiestramiento 
y el descanso necesario; protección especial a la 
mujer, a la maternidad y al trabajador menor de 
edad. (Negrilla fuera del texto original)”.

Convenio 111 de la Organización Internacional 
del Trabajo - Convenio sobre la discriminación 
(empleo y ocupación): Esta Convención, entrada en 
vigencia 1960, establece que tanto las trabajadoras 
como los trabajadores deben estar protegidos frente 
a cualquier forma de discriminación, con especial 
énfasis en aspectos como los beneficios laborales, los 

periodos de descanso remunerado, la participación 
en el sistema de seguridad social y el acceso a los 
demás servicios y beneficios sociales vinculados al 
empleo. Esta disposición promueve la igualdad en 
el acceso a las prestaciones, reconociendo que las 
licencias constituyen una garantía constitucional 
para la protección de la infancia y la dignificación 
del trabajo:

“Artículo 1°. A los efectos de este Convenio, el 
término discriminación comprende:

a)	 cualquier distinción, exclusión o 
preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, 
religión, opinión política, ascendencia nacional u 
origen social que tenga por efecto anular o alterar 
la igualdad de oportunidades o de trato en el 
empleo y la ocupación;

(...)
A los efectos de este Convenio, los términos 

empleo y ocupación incluyen tanto el acceso a los 
medios de formación profesional y la admisión en el 
empleo y en las diversas ocupaciones como también 
las condiciones de trabajo. (Negrilla fuera del texto 
original)”.

“Artículo 2°. Todo Miembro para el cual este 
Convenio se halle en vigor se obliga a formular y 
llevar a cabo una política nacional que promueva, 
por métodos adecuados a las condiciones y a la 
práctica nacionales, la igualdad de oportunidades 
y de trato en materia de empleo y ocupación, con 
objeto de eliminar cualquier discriminación a este 
respecto. (Negrilla fuera del texto original)”

Recomendación 165 de la Organización 
Internacional del Trabajo - Recomendación 
sobre los trabajadores con responsabilidades 
familiares: Esta recomendación, emitida por la 
Organización Internacional del Trabajo en 1981, 
resalta la necesidad de eliminar el paradigma que 
asigna exclusivamente a la mujer la responsabilidad 
del cuidado de los hijos e hijas. Reconoce que las 
mujeres desempeñan múltiples roles y, por tanto, 
requieren un respaldo más activo y equitativo por 
parte de su pareja:

“IV. Condiciones de Empleo
(...)
22.(1)	 Durante un período inmediatamente 

posterior a la licencia de maternidad, la madre o el 
padre deberían tener la posibilidad de obtener una 
licencia (licencia parental) sin perder su empleo y 
conservando los derechos que se derivan de él.

(2)	 La duración del período posterior a 
la licencia de maternidad y la duración y las 
condiciones de la licencia a que se hace referencia 
en el subpárrafo 1) anterior deberían determinarse 
en cada país por uno de los medios previstos en el 
párrafo 3° de la presente Recomendación.

Convención sobre los Derechos del Niño de 
la Organización de las Naciones Unidas: Esta 
Convención, adoptada como tratado internacional 
de derechos humanos en 1989 y ratificada por 
Colombia en 1992, reconoce que los niños y niñas 
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son sujetos de derechos con pleno potencial de 
desarrollo físico, mental y social, y que requieren 
protección y cuidados especiales, incluida la debida 
protección legal tanto antes como después del 
nacimiento: 

“Artículo 3°.
(...)
2.	 Los Estados Partes se comprometen a 

asegurar al niño la protección y el cuidado que 
sean necesarios para su bienestar, teniendo en 
cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores 
u otras personas responsables de él ante la ley y, 
con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y 
administrativas adecuadas. (Negrilla fuera del texto 
original)”.

“Artículo 18. 
1.	 Los Estados Partes pondrán el máximo 

empeño en garantizar el reconocimiento del 
principio de que ambos padres tienen obligaciones 
comunes en lo que respecta a la crianza y el 
desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su 
caso, a los representantes legales la responsabilidad 
primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su 
preocupación fundamental será el interés superior 
del niño.

2.	 A los efectos de garantizar y promover los 
derechos enunciados en la presente Convención, los 
Estados Partes prestarán la asistencia apropiada 
a los padres y a los representantes legales para el 
desempeño de sus funciones en lo que respecta 
a la crianza del niño y velarán por la creación 
de instituciones, instalaciones y servicios para 
el cuidado de los niños. (Negrilla fuera del texto 
original)”.

Ley 1098 de 2006 “por la cual se expide el 
Código de la Infancia y la Adolescencia”: La norma 
consagra la figura jurídica de la responsabilidad 
parental, que determina que madres y padres tienen 
la obligación permanente y solidaria de asumir 
la crianza y el cuidado responsable de sus hijos. 
Este instrumento no diferencia entre los derechos 
del padre y de la madre, sino que señala el deber 
general de proteger los derechos de niños, niñas y 
adolescentes:

“Artículo 14. La responsabilidad parental. La 
responsabilidad parental es un complemento de 
la patria potestad establecida en la legislación 
civil. Es además, la obligación inherente a 
la orientación, cuidado, acompañamiento y 
crianza de los niños, las niñas y los adolescentes 
durante su proceso de formación. Esto incluye la 
responsabilidad compartida y solidaria del padre y 
la madre de asegurarse que los niños, las niñas y 
los adolescentes puedan lograr el máximo nivel de 
satisfacción de sus derechos.

En ningún caso el ejercicio de la responsabilidad 
parental puede conllevar violencia física, 
psicológica o actos que impidan el ejercicio de sus 
derechos. (Negrilla fuera del texto original)”.

Ley 2114 de 2021, “por medio de la cual se 
amplía la licencia de paternidad, se crea la licencia 
parental compartida, la licencia parental flexible 
a tiempo parcial, se modifica el artículo 236 y se 
adiciona el artículo 241A del Código Sustantivo 
del Trabajo y se dictan otras disposiciones”: Esta 
norma establece los tiempos tanto para la licencia 
de maternidad como para la de paternidad. A través 
de esta regulación, se evidencia una diferenciación 
basada en roles de género frente a un mismo hecho 
biológico. Mientras que la licencia de maternidad 
contempla dieciocho (18) semanas de descanso 
remunerado, la de paternidad es de solo dos (2) 
semanas:

“Artículo 2°. Modifíquese el artículo 236 del 
Código Sustantivo del Trabajo, el cual quedará así:

Artículo 236. Licencia en la época del parto e 
incentivos para la adecuada atención y cuidado del 
recién nacido. Artículo modificado por el artículo 1° 
de la Ley 1822 de 2017.

1.	 Toda trabajadora en estado de embarazo 
tiene derecho a una licencia de dieciocho (18) 
semanas en la época de parto, remunerada con 
el salario que devengue al momento de iniciar su 
licencia. 

(...)
Parágrafo 2°. El padre tendrá derecho a dos (2) 

semanas de licencia remunerada de paternidad.
La licencia remunerada de paternidad opera por 

los hijos nacidos del cónyuge o de la compañera 
permanente, así como para el padre adoptante.

El único soporte válido para el otorgamiento de 
la licencia remunerada de paternidad es el Registro 
Civil de Nacimiento, el cual deberá presentarse a la 
EPS a más tardar dentro de los 30 días siguientes a 
la fecha del nacimiento del menor.

La licencia remunerada de paternidad estará a 
cargo de la EPS y será reconocida proporcionalmente 
a las semanas cotizadas por el padre durante el 
periodo de gestación. (Negrilla por fuera del texto 
original)”

Sentencia C-273 de 2003 de la Corte 
Constitucional de Colombia: Plantea la necesidad de 
reconocer la paternidad como parte fundamental en la 
garantía del derecho de los niños y niñas al cuidado y 
al amor, resaltando la importancia de la participación 
activa del padre en estas labores para favorecer el 
desarrollo integral del infante. Asimismo, destaca que 
la licencia de paternidad constituye una garantía para 
el ejercicio pleno de los derechos fundamentales de 
esta población, ya que permite fortalecer los vínculos 
paterno-filiales y asumir con responsabilidad el rol de 
padre:

“5.	 El nuevo concepto de paternidad y la garantía 
del derecho fundamental de los niños al cuidado y 
amor. 

Tanto el ejercicio de la maternidad como el de 
la paternidad se desenvuelven dentro del contexto 
cultural y familiar existente. Pero, para los fines del 
presente pronunciamiento, es necesario establecer 
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cuál debe ser el verdadero significado de la 
paternidad, en cuanto involucra la participación 
del padre en el cuidado y amor del hijo, y sus 
implicaciones en el desarrollo del infante. 

(...)
En lo que concierne a la incidencia del cuidado 

paterno en el desarrollo infantil, tales estudios ponen 
de presente que si los niños desde que nacen pueden 
descubrir al padre y diferenciarlo de la madre, esta 
conexión con aquel es importante para su desarrollo. 
Es así como consideran que los niños que han tenido 
un padre que les brinda cuidado y amor durante los 
primeros dieciocho a veinticuatro meses de vida son 
más seguros en la exploración del mundo que les 
rodea, y son más curiosos y menos dubitativos frente 
a los nuevos estímulos. También han demostrado 
que el alto coeficiente intelectual de los hijos está 
asociado al cuidado paterno permanente, así como 
también lo están el autocontrol, la sensibilidad moral 
y el desarrollo físico.

Además, según esos estudios la influencia paterna 
positiva es más probable que ocurra no solo cuando 
hay una relación padre-hijo, sino primordialmente 
cuando existe una relación afectiva del padre con la 
madre, y probablemente con otros hijos, generando 
un contexto familiar propicio.

(...)
Los anteriores estudios concluyen que los padres 

juegan, evidentemente, roles diferentes de las madres 
en el desarrollo de la personalidad de los hijos. Los 
padres no pueden ser considerados ocasionales 
sustitutos maternos. Ellos interactúan con sus hijos en 
un camino único e indiferenciable. Y las interacciones 
maternas y paternas, tienen implicaciones diferentes 
en la vida psíquica de los niños.

(...)
En conclusión, si bien no existe un rol paterno 

único al cual todos los padres deben aspirar -pues 
debe admitirse que la naturaleza de la influencia 
paterna puede variar sustancialmente dependiendo 
de los valores individuales y culturales-, lo que sí 
está claro es que la presencia activa, participativa 
y permanente del padre es fundamental en el 
desarrollo del hijo, y aún más cuando ha decidido 
asumir su papel en forma consciente y responsable, 
garantizando al hijo el ejercicio pleno de sus 
derechos fundamentales y especialmente el derecho 
al cuidado y amor para su desarrollo armónico e 
integral. (Negrilla fuera del texto original)”.

“6.	 La licencia de paternidad
(...)
Entonces es claro que la licencia de paternidad 

no fue concebida como un premio o una gracia 
que se concede al trabajador por el simple hecho 
de la paternidad o para que se dedique a celebrar 
la llegada del hijo, sino como una garantía del 
pleno ejercicio de los derechos fundamentales del 
niño y especialmente el de recibir cuidado y amor. 
Por ello, la licencia de paternidad consiste en un 
periodo de tiempo remunerado que se le otorga al 

padre trabajador para que acompañe y cuide al hijo, 
garantizándole de esta manera el ejercicio pleno de 
su derecho fundamental al cuidado y amor.

Así pues, para el legislador el objetivo de este 
derecho consiste en que, compartiendo el padre 
con el hijo ese tiempo tan preciado, se atienda su 
interés superior, permitiéndole iniciar su formación 
de una manera sólida para fortalecer los vínculos 
paterno-filiales, pues de esta manera se garantiza su 
desarrollo armónico e integral y se asume de manera 
significativa la responsabilidad de la paternidad. 
(Negrilla fuera del texto original)”

Sentencia C-383 de 2012 de la Corte 
Constitucional de Colombia: Plantea que la licencia 
de paternidad debe entenderse como un derecho 
fundamental del recién nacido, al promover una 
paternidad responsable orientada a garantizar su 
pleno desarrollo. Asimismo, señala que esta medida 
permite asegurar la participación activa del padre en 
los procesos de crianza y educación de sus hijos e 
hijas:

“4.	 El fundamento constitucional, la naturaleza y 
las características de la licencia de paternidad.

(...)
La Corte ha resaltado, que una de las formas 

principales en que se garantiza este interés superior 
al recién nacido es la garantía del reconocimiento 
de la licencia de maternidad y paternidad, por 
cuanto con ello se le posibilita al menor el poder 
recibir cuidado y amor de manera plena en la época 
inmediatamente posterior a su nacimiento. De esta 
manera, la licencia de paternidad permite al padre 
comprometerse con mayor fuerza en su paternidad 
bajo un clima adecuado para que la niña o el niño 
alcance su pleno desarrollo físico y emocional.

En este sentido, el principio del interés superior 
del niño tiene una relevancia especial para la 
determinación de las relaciones parentales, ya que 
este principio está llamado a orientar los derechos 
y responsabilidades de los padres en la crianza 
y educación del hijo y el deber del Estado de 
garantizarlos y apoyarlos.

(...)
En consecuencia, la licencia remunerada de 

paternidad consagrada legalmente opera en favor del 
padre que ha decidido responsablemente acompañar 
a su hijo en los primeros momentos de vida, ya que lo 
que se busca es proteger el interés superior del niño, 
de manera que conlleva una responsabilidad para el 
padre de acompañar y cuidar al hijo, brindándole la 
ayuda y el apoyo necesarios en los días posteriores 
a su nacimiento. (Negrilla fuera del texto original)”.

Sentencia T-129 de 2015 de la Corte 
Constitucional de Colombia: Plantea que los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes 
son fundamentales, ya que resultan esenciales 
para garantizar el desarrollo adecuado de sus 
competencias y actitudes, y para que puedan vivir 
en condiciones dignas:
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“3.	 El derecho fundamental al amor: Los niños 
y las niñas deben ser amados.

(...)
3.6	 Pero el amor a los niños y las niñas no 

debe confundirse con el cuidado hacia los mismos. 
Algunos estudios revelan que los niños que no 
reciben amor, sino solo una atención adecuada 
se enferma con más frecuencia; sus capacidades 
de aprendizaje se deterioran significativamente; 
no tienen interés por su entorno; no logran un 
desarrollo físico adecuado pues no aumentan de 
peso o altura; sufren de insomnio; se deprimen 
constantemente; y con el tiempo desarrollan graves 
dificultades de aprendizaje.

Así las cosas, el amor hacia los niños es necesario 
para su adecuado desarrollo físico, mental, social 
y psicológico, que les permitirá desarrollar las 
competencias y actitudes para ejercer su derecho 
a la vida en condiciones dignas. Además, no puede 
dejarse de lado que los niños y niñas serán los 
adultos del mañana, razón por la cual brindarles 
protección y amor es un asunto que compete a la 
sociedad en general y no solo a sus padres o a su 
familia, aunque esta última es la primera llamada a 
satisfacer ese derecho.

(...)
3.8	 A partir de estas consideraciones, no es 

correcto afirmar que algunas instituciones son 
las encargadas de materializar el mandato de 
amor hacia los niños o que es un problema que 
le compete a la familia de manera exclusiva. El 
derecho que tienen los niños a ser amados debe 
ser garantizado por la sociedad en general y por 
tanto esta Corte reconoce la presencia del amor 
en nuestro ordenamiento jurídico, así como su 
impacto positivo en la materialización de una 
sociedad justa y su necesidad para desarrollar 
el derecho fundamental a la vida en condiciones 
dignas. (Negrilla fuera del texto original)”.

Sentencia T-583 de 2023 de la Corte 
Constitucional: Plantea que las labores de cuidado 
deben desarrollarse bajo estándares de calidad, 
velando no solo por la subsistencia y bienestar de 
la persona cuidada, sino también por la protección 
y reconocimiento de quienes asumen estas tareas. 
Asimismo, se señala que, para hacer efectivo el 
derecho al cuidado, es fundamental promover 
políticas públicas que lo garanticen.

“115.	 Ahora bien, esta comprensión del 
derecho de quién es cuidado, necesariamente debe 
estar enlazada con los derechos de quien realiza la 
actividad de cuidar. Solo se pueden asegurar los 
estándares del derecho al cuidado si también se 
propende por el bienestar y eficacia de los derechos 
del cuidador. (Negrilla fuera del texto original)”.

“3.	 Hacia un sistema Integral de Cuidado
Reconocimiento, reducción y redistribución 

de las labores de cuidado: progresividad y no 
regresividad de los derechos

129.	Las políticas de cuidado son aquellas 
que asignan recursos para visibilizar, reconocer, 
reducir y redistribuir la prestación de cuidados 
no remunerada en forma de dinero, servicios 
y tiempo. Incluyen, por un lado, las políticas que 
buscan proveer la prestación directa de servicios 
de cuidado, las transferencias y prestaciones de 
protección social relacionadas con el cuidado 
y la infraestructura para el cuidado; incluyen 
también aquellas legislaciones que promueven la 
corresponsabilidad de los cuidados (licencias de 
maternidad y paternidad, por ejemplo), la creación 
de modalidades de trabajo que permiten conciliar 
el empleo remunerado con los trabajos de cuidado 
o aquellas que jerarquizan los trabajos de cuidado 
remunerados. (Negrilla fuera del texto original)”.

3.	 JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
DE LEY

La ampliación de la licencia de paternidad es 
necesaria no solo para reducir la carga de trabajo 
no remunerado que recae sobre las mujeres, sino 
también para beneficiar a la sociedad en su conjunto. 
El trabajo remunerado no debe ser un obstáculo 
para que las personas ejerzan su derecho a cuidar y 
formar una familia.

En Colombia, la división sexual del trabajo ha 
asignado históricamente a las mujeres la mayor 
parte del cuidado no remunerado, generando brechas 
persistentes en participación laboral, ingresos, 
acceso a oportunidades y autonomía económica.

En este contexto, garantizar licencias parentales 
suficientes, equitativas y no transferibles para ambos 
progenitores es una condición esencial para avanzar 
hacia una sociedad corresponsable. La ampliación 
progresiva de la licencia de paternidad, además 
de promover la equidad de género en el mercado 
laboral, contribuye a fortalecer el vínculo afectivo 
entre padres e hijos/as, favorece el desarrollo 
integral de la niñez y reconoce el derecho de todos 
los progenitores a cuidar sin penalización.

LA LICENCIA DE PATERNIDAD EN EL 
ÁMBITO JURÍDICO

La licencia de paternidad en el ámbito 
jurídico internacional: La legislación cumple un 
papel central en la construcción y transformación de 
las representaciones sociales sobre la parentalidad 
y los roles de género (Castellanos, 2022). Una ley 
que establezca licencias de paternidad amplias, 
intransferibles y protegidas envía un mensaje claro a 
la sociedad y al ámbito laboral sobre la importancia 
y la expectativa de un rol activo del padre como 
cuidador. Este tipo de medidas contribuye a 
normalizar y valorar la paternidad comprometida, 
generando cambios culturales que promueven la 
corresponsabilidad en el cuidado de hijas e hijos 
(Castellanos, 2022; Perrotta, 2020).

En este sentido, la Opinión Consultiva OC-31/25 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
reconoce el derecho al cuidado como un derecho 
humano autónomo, derivado de la interpretación de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
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la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre y la Carta de la OEA. Este derecho 
abarca el derecho a ser cuidado, el derecho a cuidar y 
el derecho al autocuidado, y se rige por los principios 
de corresponsabilidad social y familiar, solidaridad, 
igualdad y no discriminación. Ello implica que la 
responsabilidad del cuidado es compartida entre la 
persona, la familia, la comunidad, la sociedad civil, 
las empresas y el Estado.

Asimismo, los Estados tienen la obligación 
de respetar y garantizar este derecho, adoptando 
medidas legislativas y de otra índole, incluyendo la 
implementación progresiva de Sistemas Nacionales 
de Cuidado (SNC), para asegurar su plena efectividad 
y abordar la desproporcionada carga de cuidado que 
históricamente ha recaído en las mujeres.

La licencia de paternidad en el ámbito 
jurídico colombiano: Las licencias parentales 
son políticas públicas de cuidado relacionadas con 
la llegada de una hija o un hijo al hogar. Incluyen 
la licencia de maternidad, la de paternidad y las 
licencias parentales compartidas o flexibles. Su 
objetivo principal es promover prácticas de cuidado 
más equitativas, permitiendo que tanto madres 
como padres puedan ausentarse temporalmente de 
sus trabajos remunerados para dedicarse al cuidado 
de sus hijas e hijos.

Estas licencias buscan reducir las desigualdades 
de género, tanto en el ámbito laboral como en el del 
cuidado, y fomentar una distribución más justa del 
tiempo dedicado a estas tareas.

Estas licencias están respaldadas por la 
Constitución, que reconoce el derecho a formar una 
familia y garantiza que los derechos de los NNA 
prevalezcan sobre los de los demás. En ese sentido, 
la legislación colombiana ha construido un sistema 
que busca proteger desde el principio no solo a los 
hijos, sino también a las madres y padres que los 
cuidan, especialmente en los momentos posteriores 
al nacimiento (Jaimes y Torrado, 2024).

Aunque tanto la licencia de maternidad como 
la de paternidad tienen como propósito principal 
permitir el cuidado del recién nacido, su desarrollo 
ha sido muy distinto. A lo largo del tiempo, la manera 
en que se otorgan, su duración y los requisitos para 
acceder a ellas han cambiado, especialmente en 
lo que respecta a la participación de los hombres. 
Esta diferencia tiene raíces históricas y culturales, 
en donde por mucho tiempo, las mujeres han sido 
consideradas las responsables naturales del hogar 
y del cuidado infantil. Esta idea ha contribuido a 
mantener desigualdades entre hombres y mujeres, 
tanto en el hogar como en el ámbito laboral.

La licencia de maternidad ha sido reconocida y 
fortalecida a nivel internacional por distintos tratados 
y declaraciones, como la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Sin 
embargo, la licencia de paternidad no ha tenido el 
mismo respaldo, pues hasta hoy, no existe un tratado 
internacional de peso que regule este derecho para 

los hombres (Hernández y Sarmiento, 2024). Esta 
diferencia ha reforzado la idea de que el cuidado 
de los hijos es una tarea principalmente femenina, 
lo cual sigue siendo una barrera importante para 
la igualdad de género en el trabajo y en el hogar 
(Pinedo y Núñez, 2024).

En Colombia, esta situación no es distinta. 
La forma en que se han regulado las licencias 
parentales refleja una cultura tradicional en la que 
las mujeres cuidan y los hombres proveen. Por eso, 
las primeras normas se centraron exclusivamente 
en proteger a las madres, reconociendo su doble 
papel como trabajadoras y cuidadoras.

Un ejemplo claro es la Ley 53 de 1938, 
también conocida como Ley Protectora de la 
Maternidad. Esta ley fue pionera al establecer 
una licencia remunerada de ocho (8) semanas 
para las madres, además de otros derechos como 
permisos de lactancia, protección contra el despido 
y restricciones para que mujeres embarazadas no 
fueran expuestas a trabajos peligrosos (Jaimes y 
Torrado, 2024).

En contraste, durante muchos años no existió 
ningún tipo de permiso remunerado para los padres. 
Fue apenas en 1990, con la Ley 50, que se permitió 
por primera vez que la madre pudiera ceder una (1) 
semana de su licencia al padre. No obstante, este 
no era todavía un derecho propio de los hombres, 
ya que dependía de la decisión de la madre. No 
fue sino hasta 2002, con la Ley 755, que se creó 
una licencia de paternidad independiente, aunque 
muy limitada, pues solo constaba de ocho (8) días 
y con ciertas condiciones, como haber cotizado al 
sistema de seguridad social durante el embarazo 
(Pinedo y Núñez, 2024).

Mientras tanto, la licencia de maternidad 
continuó fortaleciéndose. En 2011 se amplió a 
catorce (14) semanas con la Ley 1468, y en 2017, 
a través de la Ley 1822, pasó a ser de dieciocho 
(18) semanas (Hernández y Sarmiento, 2024). 
Estas reformas respondieron a recomendaciones 
internacionales y a la necesidad de reconocer el 
papel de las mujeres en el mercado laboral y en 
la crianza, sin embargo, en todo ese tiempo no se 
realizaron cambios a la licencia de paternidad. Fue 
solo en 2021, con la Ley 2114, que se produjo un 
nuevo avance con la ampliación de la licencia de 
paternidad a dos (2) semanas o catorce (14) días, 
extendiéndose también a los padres adoptivos 
(Pinedo y Núñez, 2024). 
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Con la Ley 2114 de 2021, se crearon 
adicionalmente dos nuevas figuras, la licencia 
parental compartida y la licencia parental flexible 
de tiempo parcial. La licencia parental compartida 
permite que la madre transfiera hasta seis (6) 
semanas de su licencia al padre, para que él también 
pueda participar en el cuidado del recién nacido con 
un tiempo remunerado de máximo ocho (8) semanas. 
Por otro lado, la licencia parental flexible permite 
a ambos padres cambiar una parte de su licencia 
por una jornada laboral de medio tiempo, durante 
un periodo equivalente al tiempo cedido (Jaimes y 
Torrado, 2024).

A pesar de estos avances, persiste una gran 
diferencia entre las licencias de maternidad y 
paternidad. Esta brecha no solo limita el tiempo 
que los padres pueden dedicar al cuidado de sus 
hijos, sino que también refuerza los estereotipos 
tradicionales que presentan a la mujer como la 
principal cuidadora y al hombre como el proveedor 
económico del hogar (Hernández y Sarmiento, 
2024).

En conclusión, el desarrollo de la licencia de 
paternidad en Colombia ha sido históricamente 
limitado y desproporcionado en comparación con la 
licencia de maternidad. Hasta hace poco, mientras 
la licencia de maternidad se amplió a dieciocho 
semanas, la de paternidad solo contemplaba dos. 
Esta marcada diferencia no solo dificulta que los 
padres se involucren plenamente en la crianza desde 
el inicio de la vida de sus hijos, sino que también 
obstaculiza el fortalecimiento del vínculo afectivo 
entre padres e hijos, vínculo crucial para el desarrollo 
armónico e integral de niñas y niños, con impactos 
positivos en su desarrollo cognitivo, psicosocial y 
emocional (Aguayo, Barker & Ekimelman, 2016).

Además, esta brecha normativa no solo limita 
la participación paterna directa, sino que afecta 

negativamente a las mujeres al reforzar los 
estereotipos tradicionales que las posiciona como 
únicas o principales responsables del cuidado no 
remunerado, mientras que a los hombres se les asocia 
principalmente con el rol de proveedores económicos. 
Esta división de roles perpetúa una “penalización 
por maternidad” en el mercado laboral, donde las 
mujeres, especialmente en edades reproductivas, 
enfrentan mayores barreras de acceso al empleo, 
precariedad, pérdida de ingresos y menor desarrollo 
profesional. Al mantenerse la desproporción en las 
licencias, los hombres continúan siendo percibidos 
como más “convenientes” para contratar, lo que 
perpetúa la discriminación laboral.

BENEFICIOS PARA EL DESARROLLO 
INFANTIL Y EL VÍNCULO PATERNO

La participación de los padres en el cuidado y 
la crianza de sus hijos e hijas genera beneficios 
significativos y multidimensionales para el 
desarrollo infantil y el fortalecimiento del vínculo 
paterno-filial (Aguayo, Barker & Ekimelman, 2016; 
Bard Wigdor & Bonavitta, 2022). Las licencias 
parentales, como política pública, constituyen 
una herramienta fundamental para promover esta 
implicación y, con ello, el bienestar integral de las 
nuevas generaciones.

Ampliar la licencia de paternidad es una medida 
necesaria para garantizar los derechos de la infancia 
y fortalecer el involucramiento activo de los padres 
en la crianza desde los primeros días de vida. 
Existen razones de diverso orden para fomentar esta 
mayor participación. La evidencia es creciente y 
consistente en mostrar que cuando los padres están 
involucrados en la vida de sus hijas e hijos con una 
presencia de calidad, ello impacta positivamente su 
desarrollo, salud y bienestar.

Estudios han demostrado mejores resultados en 
escalas de desarrollo cognitivo, mayor rendimiento 
escolar, menos problemas conductuales y una menor 
probabilidad de conflictos con la ley (Levtov et al., 
2015; Sarkadi et al., 2008). La licencia de paternidad, 
por tanto, es una herramienta clave para garantizar 
el derecho de niñas y niños a recibir cuidado, afecto 
y acompañamiento de ambos progenitores (Aguayo, 
Barker & Ekimelman, 2016). Asimismo, permite a 
los padres desarrollar competencias y confianza en 
su rol como cuidadores, fortaleciendo los vínculos 
afectivos y contribuyendo a relaciones familiares 
más equilibradas y corresponsables (Perrotta, 2022).

Además de su impacto en la infancia, estas 
licencias también desempeñan un papel clave en la 
transformación de las prácticas y representaciones del 
cuidado entre los hombres. El tiempo que los padres 
dedican al cuidado de sus hijos e hijas mediante 
las licencias parentales no solo fortalece el vínculo 
afectivo, sino que también les permite adquirir 
habilidades y confianza en su rol como cuidadores. 
Cuando asumen el cuidado de forma autónoma, sin 
la intermediación materna (especialmente durante 
períodos significativos), atraviesan un proceso 
transformador que redefine sus roles de género, 
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fomenta su sensibilidad y capacidad de respuesta 
frente a las necesidades de niñas y niños, e incorpora 
competencias tradicionalmente asociadas al ámbito 
femenino, como la alfabetización emocional 
(Castellanos, 2022). 

Esta vivencia directa del trabajo de cuidado 
cotidiano permite a los padres reconocer su 
complejidad física y mental, lo que a su vez 
promueve mayor empatía con sus parejas y una 
distribución más equitativa de las tareas domésticas 
(Castellanos, 2022). Además, impulsa la revisión 
de los mandatos tradicionales de la masculinidad 
y la adopción de perspectivas que favorecen un 
equilibrio real entre la vida laboral y familiar.

PROMOCIÓN DE LA 
CORRESPONSABILIDAD, JUSTICIA 

SOCIAL Y DE GÉNERO
La reproducción de roles de género y la 

corresponsabilidad familiar: La socialización 
de los roles de género hace referencia al proceso 
mediante el cual las personas aprenden e incorporan 
estereotipos y expectativas construidas socialmente 
sobre lo que significa ser hombre o mujer. Este 
proceso comienza desde edades tempranas y está 
fuertemente influenciado por agentes como la 
familia, la escuela y los medios de comunicación 
(Ávila y Caballero, 2016).

A través de la socialización, se reproducen 
normas y comportamientos asociados al género. De 
forma histórica, a las mujeres se les ha enseñado 
a adoptar actitudes relacionadas con la sumisión, 
la sensibilidad y el cuidado, mientras que a los 
hombres se les ha asignado el papel de proveedores, 
asociados a la fuerza, la autoridad y el control 
(Pinedo y Núñez, 2024). Como resultado, se ha 
construido un sistema de valores que diferencia lo 
“femenino” de lo “masculino”, lo cual ha generado 
que hombres y mujeres vivan experiencias distintas 
y enfrenten desigualdades desde su infancia hasta la 
vida adulta (Lojo, 2009).

Esta concepción diferenciada de los roles de 
género ha llevado a que las mujeres, históricamente, 
sean relegadas a las tareas domésticas y de cuidado. 
Dichas ideas han consolidado el imaginario social 
de que las labores del hogar son responsabilidad casi 
exclusiva de las madres, limitando su participación 
y oportunidades en otros ámbitos, especialmente en 
el laboral (Pinedo y Núñez, 2024).

En Colombia, esta realidad también se refleja 
en el diseño normativo de las licencias parentales. 
Actualmente, la legislación contempla una licencia 
de maternidad de dieciocho (18) semanas, mientras 
que la de paternidad apenas cubre ocho (8) días 
hábiles. Esta diferencia se sustenta, en parte, en 
la idea de que las mujeres son las principales 
responsables del cuidado infantil, reforzando así 
la noción de que el cuidado es un rol “feminizado” 
(Monterroza, 2020).

Existen dos formas de interpretar esta disparidad. 
Por un lado, puede verse como una medida a favor 
de las mujeres, que les permite un mayor tiempo de 

acompañamiento en la etapa inicial del desarrollo 
del hijo o hija. Pero por otro lado, también puede 
entenderse como una desventaja estructural, ya que 
al excluir al hombre del cuidado en la normativa, se 
refuerza la idea de que este no debe apartarse del 
trabajo para asumir responsabilidades domésticas 
(Monterroza, 2020).

Las estadísticas refuerzan la presencia de esta 
desigualdad en la distribución de las labores de 
cuidado. Según la Encuesta Nacional del uso del 
Tiempo (2020-2021), el 91.5% de las mujeres 
mayores de 15 años participa en actividades de 
trabajo doméstico y de cuidado, frente a sólo el 
67% de los hombres. Esta diferencia representa una 
brecha de participación del 28.4%. Además, entre 
las mujeres ocupadas, el tiempo promedio diario 
dedicado a estas labores es de seis horas y cuarenta 
y siete minutos, es decir, tres horas y cuarenta y un 
minutos más que el tiempo destinado por los hombres. 
Esto refleja no solo una sobrecarga de trabajo para 
las mujeres, sino también una clara interferencia en 
su tiempo disponible para el desarrollo personal, el 
ocio o la formación profesional.

Como se ha evidenciado, una de las principales 
causas de la situación de discriminación que 
enfrentan las mujeres en el mercado laboral es el 
género. La asignación de roles sociales basada en 
el sexo ha generado una valoración desigual entre 
hombres y mujeres dentro del sistema económico. 
Tradicionalmente, al hombre se le ha asignado 
la función de productor, mientras que a la mujer 
se le ha incentivado e incluso forzado a asumir 
responsabilidades relacionadas con la reproducción 
y el cuidado (Romero, 2020).

Ante esta realidad, es necesario avanzar hacia 
una propuesta de conciliación, lo que nos lleva al 
concepto de corresponsabilidad. Este término marca 
una nueva etapa en la evolución de los derechos 
relacionados con la conciliación del trabajo y la vida 
personal. En el ámbito familiar, la corresponsabilidad 
implica una redistribución equitativa de las tareas 
domésticas y de cuidado entre hombres y mujeres, 
desafiando los roles tradicionales (Pereiro y 
Fernández, 2010).

Para que esta redistribución sea efectiva, se 
requieren medidas concretas que faciliten el 
equilibrio entre el trabajo y la vida familiar. Una 
de ellas es la regulación adecuada de las licencias 
parentales. Estas deben convertirse en una 
herramienta normativa que garantice condiciones 
equitativas tanto para mujeres como para hombres, 
permitiéndoles participar activamente en el cuidado 
del recién nacido sin que ello represente una 
desventaja laboral o social (Romero, 2020).
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En este sentido, el reparto de responsabilidades 
familiares y del trabajo doméstico debe entenderse 
no solo como una opción, sino como un derecho y 
un deber compartido por todos los ciudadanos. La 
corresponsabilidad no solo corrige estereotipos de 
género históricamente atribuidos a las mujeres, sino 
que también fomenta la participación activa de los 
hombres en las tareas de cuidado y reproducción, 
promoviendo así una sociedad más justa, equitativa y 
libre de discriminación (Romero, 2020).

IMPACTO ECONÓMICO Y LABORAL
Las licencias parentales como factor de 

discriminación en la contratación laboral: Las 
licencias parentales fueron creadas con varios 
propósitos, entre ellos, fortalecer la vinculación 
laboral de las mujeres, garantizar su participación en 
la vida familiar y proteger los derechos de los NNA, 
quienes son reconocidos como sujetos de especial 
protección constitucional. Sin embargo, la marcada 
diferencia entre la licencia de maternidad y la de 
paternidad ha generado un contexto de desigualdad 
de género tanto en el ámbito familiar como en el 
laboral.

La desproporción entre los tiempos asignados a 
cada licencia refleja una clara inequidad. Actualmente, 
la duración de la licencia de maternidad es casi nueve 
veces mayor que la de paternidad. Esta diferencia 
hace que, en el ámbito laboral, los hombres sean 
percibidos como más “convenientes” o “atractivos” 
para contratar, ya que pueden reincorporarse más 
rápidamente a sus funciones, lo que genera una 
desventaja directa para las mujeres (Jaimes y Torrado, 
2024). Además, esta protección excesiva hacia la 
maternidad ha reforzado ciertos estereotipos de 
género que vinculan a las mujeres con características 
como la fragilidad, la debilidad o la dependencia. Esto 
ha contribuido a su relegación a roles de cuidado, 
limitando su participación en espacios de liderazgo y 
toma de decisiones (Florido, 2024).

Estas dinámicas también se evidencian en el 
acceso al mercado laboral. Existe una importante 
brecha entre hombres y mujeres en este ámbito que 
es histórica y sistemática. Para el trimestre de marzo-
mayo de 2025 la tasa de desocupación para mujeres 
fue de 11.8%, mientras que la tasa de desocupación1 
para hombres fue de 7.8%. Como se evidencia a 
continuación, esta brecha ha sido sistemática.

1	  Relación porcentual entre el número de personas desocupadas 
(DS) y el número de personas en edad de trabajar que trabajan o 
están buscando trabajo y están disponibles (Fuerza de Trabajo).

Uno de los factores identificados por la OIT (2023) 
como causa de esta situación es la “penalización de la 
maternidad”, lo cual se refiere al impacto negativo que 
tiene la crianza de hijos en las oportunidades laborales 
de las mujeres, especialmente aquellas en edad fértil. 
En ese rango (entre los 25 y 54 años), solo el 29.2% de 
las mujeres participan en el mercado laboral, frente al 
70.8% de los hombres.

Esto indica que las mujeres que son madres de niños 
pequeños o que se encuentran en edades reproductivas 
enfrentan mayores obstáculos para acceder al empleo. 
Por el contrario, en el caso de los hombres, tener hijos 
no suele representar una barrera para conseguir trabajo, 
lo que evidencia un tratamiento desigual en función del 
género (Hernández y Sarmiento, 2023).

En Colombia, las leyes orientadas a proteger la 
maternidad, aunque bien intencionadas, han tenido 
efectos no deseados. Las estadísticas muestran que las 
mujeres más afectadas por el desempleo son aquellas 
entre los 18 y 30 años, un grupo identificado como de 
alta fertilidad. En este segmento, la tasa de desempleo 
alcanza el 73.4%, mientras que en mujeres entre los 40 
y 55 años disminuye al 27.66% (Ramírez et al., 2016).

Asimismo, al analizar las tasas de desempleo por 
rangos de edad, se evidencia que la brecha entre hombres 
y mujeres se acentúa en las edades reproductivas. 
Mientras que en el grupo de 45 a 59 años la diferencia 
no supera el 3%, en el grupo de 18 a 28 años la brecha 
supera el 9%, lo que demuestra que el impacto de la 
maternidad en la empleabilidad de las mujeres sigue 
siendo considerable (Hernández y Sarmiento, 2023).

Con base en lo anterior, puede afirmarse que la edad 
o etapa reproductiva se ha convertido en una barrera 
significativa para el acceso y la estabilidad en el empleo, 
afectando de manera desproporcionada a las mujeres. 
Esta situación no solo limita sus oportunidades laborales, 
sino que también refuerza desigualdades históricas. Para 
enfrentar este fenómeno, es fundamental promover 
una igualdad real que fortalezca la autonomía y el 
empoderamiento de las mujeres. Esto implica avanzar 
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hacia un cambio cultural profundo, que cuestione los 
roles de género tradicionales y fomente relaciones 
sociales basadas en el respeto, la equidad y la dignidad 
de todas las personas, sin ningún tipo de discriminación 
(Florido, 2024).

La licencia de paternidad y su impacto en 
la generación de empleo: La Reforma Laboral, 
actualmente recogida en la Ley 2466 de 2025, tuvo 
como uno de sus objetivos centrales la reducción de las 
brechas de género en el ámbito laboral. Esta normativa 
incluyó disposiciones específicas orientadas al cierre de 
desigualdades entre hombres y mujeres. Sin embargo, 
uno de los puntos clave que no logró incorporarse en 
el texto final fue la modificación de la licencia de 
paternidad.

Aunque esta propuesta no fue finalmente aprobada, 
se llevaron a cabo estudios que demostraron su posible 
impacto positivo en la equidad de género y la generación 
de empleo. Entre ellos, se destaca el análisis realizado por 
el Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio 
del Trabajo y la Fundación Friedrich Ebert Stiftung, 
titulado “Las licencias de paternidad: una apuesta para la 
redistribución del cuidado y la generación de empleo”.

Este estudio identificó que aproximadamente 
3.284.130 hombres podrían ser potenciales beneficiarios 
de una licencia de paternidad ampliada. No obstante, al 
considerar la proporción de mujeres que dieron a luz 
en el año 2022, se estimó que solo se habrían requerido 
alrededor de 124.746 licencias ese año. Esta cifra 
demuestra que, aunque la población potencial es alta, el 
número de licencias efectivamente necesarias cada año 
es mucho menor, lo cual refuerza la viabilidad técnica y 
presupuestal de la medida.

Según el estudio mencionado, aumentar la duración 
de la licencia de paternidad de dos (2) a doce (12) 
semanas tendría un impacto positivo en el empleo. En 
concreto, esta medida generaría una demanda adicional 
de 1.247.456 semanas de trabajo, lo que equivale a 
287.874 meses o 23.990 años laborales. En términos 
prácticos, esto representaría la creación de 23.990 nuevos 
empleos en un año, siempre y cuando se cubran todas 
las licencias de paternidad otorgadas en ese periodo, o si 
124.746 personas diferentes asumen las labores durante 
las diez (10) semanas adicionales de cada licencia.

Ahora bien, el estudio aclara que, en la práctica, 
no todas las empresas reemplazan al trabajador 
que toma una licencia de paternidad. En muchos 
casos, las tareas son redistribuidas entre el personal 
disponible, lo que reduce el impacto directo en la 
creación de empleo. Sin embargo, si se llegara a 
reemplazar siquiera una parte de los trabajadores 
que toman la licencia, el efecto seguiría siendo 
significativo. Por ejemplo, si solo el 25% de los 
trabajadores que acceden a la licencia fueran 
reemplazados, se generarían cerca de 6.000 nuevos 
empleos. Si el reemplazo se diera en el 50% de los 
casos, el número ascendería a 11.995 nuevos puestos 
de trabajo. Y si se llegara al 75%, se necesitarían 
alrededor de 18.000 nuevos trabajadores para cubrir 
las semanas adicionales de licencia.

Estas estimaciones permiten dimensionar el 
impacto que tendría la ampliación de la licencia 
de paternidad sobre los ingresos de los hogares, a 
través del empleo adicional que se generaría. En el 
caso de que las personas contratadas para cubrir las 
funciones de quienes toman la licencia recibieran 
el salario mínimo, esto representaría una inyección 
mensual de aproximadamente 1.000.000 de pesos 
por trabajador (a precios de 2022). No obstante, 
este valor puede variar dependiendo del salario 
de la persona reemplazada, lo cual podría elevar 
significativamente el ingreso percibido por los 
nuevos empleados.

En el escenario más optimista, en el que las 
empresas reemplazaran al 100% de los trabajadores 
que acceden a la licencia y se pagara a los sustitutos 
el salario promedio de los empleados afiliados al 
sistema de salud y pensiones, se estima que la masa 
salarial mensual aumentaría en 44.000 millones 
de pesos. Esto equivaldría a un aumento anual de 
529.000 millones de pesos. En contraste, si la tasa de 
reemplazo fuera solo del 25%, el aumento mensual 
en la masa salarial sería de 6.000 millones de pesos 
y el anual de 74.000 millones.



Página 12	 Jueves, 28 de agosto de 2025	 Gaceta del Congreso  1549

Por lo anterior, puede concluirse que reconocer 
licencias de paternidad y maternidad en condiciones 
de igualdad no solo representa un avance en la 
eliminación de la discriminación laboral hacia las 
mujeres y en la garantía del derecho de los padres 
a cuidar y de los hijos a ser cuidados. También 
constituye una estrategia efectiva para fomentar la 
generación de empleo formal en el país, con efectos 
positivos tanto en la equidad de género como en la 
dinamización de la economía.

DERECHO COMPARADO
La licencia de paternidad es un beneficio que 

ha sido introducido y fortalecido progresivamente 
en diversos países como parte de los esfuerzos por 
fomentar la corresponsabilidad en el cuidado. Esta 
medida busca ampliar el número de días disponibles 
para los padres, permitiéndoles establecer un vínculo 
afectivo con sus hijos durante los primeros meses 
de vida y participar activamente en las labores de 
cuidado del recién nacido (Hernández y Sarmiento, 
2024).

Sin embargo, en América Latina, la 
implementación de este derecho no ha sido 
generalizada ni equitativa. En países como 
Argentina, Guatemala, Cuba y Honduras, el número 
de días remunerados por licencia de paternidad sigue 
siendo muy limitado. Además, aunque en la mayoría 
de los países del Cono Sur la carga económica 
de este beneficio recae sobre el empleador o los 
sistemas de salud, no existen mecanismos efectivos 
que garanticen o incentiven la participación activa 
de los hombres en las tareas de cuidado. A esto 
se suman las persistentes presiones sociales y los 
estereotipos de género que predominan en la región, 
lo cual termina limitando el alcance real de estas 
licencias (Hernández y Sarmiento, 2024).

Lo anterior evidencia que, en América Latina, la 
ampliación de la licencia de paternidad sigue siendo 
un desafío pendiente. Para avanzar en esta materia, 
es necesario promover el goce efectivo y obligatorio 
de este derecho, de manera que se incentive la 
participación activa de los hombres en el cuidado de 
los hijos desde las primeras etapas de la vida. 

A diferencia de lo que ocurre en muchos países 
del Cono Sur, en Europa se ha transformado 
sustancialmente el enfoque sobre la licencia de 
paternidad. En esta región, varios países han 
rediseñado sus sistemas de permisos remunerados 
con el objetivo de fomentar la corresponsabilidad de 
género en el cuidado infantil, promoviendo así que 
tanto madres como padres participen activamente en 
las primeras etapas de la vida de sus hijos (Hernández 
y Sarmiento, 2024).

Entre las medidas más destacadas se encuentra 
la ampliación significativa de la duración de las 
licencias para los padres, las cuales se otorgan de 
manera independiente y no interfieren con los 
permisos de maternidad. Esta separación permite 
que ambos progenitores accedan al beneficio sin 
que uno limite el derecho del otro, y sin generar 
impactos negativos en sus trayectorias laborales. 
Así, se crea un entorno favorable para que los padres 
hagan uso efectivo del permiso, lo que contribuye a 
una distribución más equitativa del cuidado.

En conclusión, aunque Colombia se ubica entre 
los países de América Latina con una de las licencias 
de paternidad más extensas, aún se encuentra lejos de 
alcanzar los estándares establecidos por varios países 
europeos, tanto en la cantidad de días otorgados 
como en los avances hacia la corresponsabilidad en 
las tareas de cuidado.

Esta diferencia pone en evidencia la necesidad 
urgente de seguir avanzando en la materia. Ampliar 
y fortalecer la licencia de paternidad no solo 
contribuye a garantizar los derechos de los infantes y 
de los padres, sino que también resulta fundamental 
para cerrar las brechas de género originadas por 
una concepción tradicional y desigual de los roles 
asignados a hombres y mujeres en la sociedad.

4.	 COMPETENCIA DEL CONGRESO
Del orden constitucional: Según lo dispuesto en 

los artículos 114 y 150 de la Constitución Política 
de Colombia:

Artículo 114. Corresponde al Congreso de la 
República reformar la Constitución, hacer las leyes 
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y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración.

El Congreso de la República estará integrado por 
el Senado y la Cámara de Representantes.

Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer 
las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones: 

1.	 Interpretar, reformar y derogar las leyes
Del orden legal: Según lo dispuesto en la Ley 3ª 

de 1992:
Artículo 2°: Tanto en el Senado como en la 

Cámara de Representantes funcionarán Comisiones 
Constitucionales Permanentes, encargadas de dar 
primer debate a los proyectos de acto legislativo o 
de ley referente a los asuntos de su competencia.

Las Comisiones Constitucionales Permanentes 
en cada una de las Cámaras serán siete (7) a saber: 

(…) Comisión Séptima.
Compuesta de catorce (14) miembros en 

el Senado y diecinueve (19) en la Cámara de 
Representantes, conocerá de: estatuto del servidor 
público y trabajador particular; régimen salarial y 
prestacional del servidor público; organizaciones 
sindicales; sociedades de auxilio mutuo; seguridad 
social; cajas de previsión social; fondos de 
prestaciones; carrera administrativa; servicio 
civil; recreación; deportes; salud, organizaciones 
comunitarias; vivienda; economía solidaria; asuntos 
de la mujer y de la familia.

Parágrafo Transitorio 3°. Parágrafo adicionado 
por el artículo 1° de la Ley 2267 de 2022. De 
conformidad con lo establecido en el artículo 1° del 
Acto Legislativo número 02 de 2021, la Cámara de 
Representantes tendrá 16 representantes adicionales 
para los periodos constitucionales 2022- 2026 y 2026-
2030, que se distribuirán sumando dos (2) miembros 
en cada una de las 7 Comisiones Permanentes, y uno 
adicional en las comisiones Primera y Quinta.

Durante los cuatrienios 2022-2026 y 2026-2030, 
la Comisión de Derechos Humanos y Audiencias, 
la Comisión de Ética y Estatuto del Congresista, la 
Comisión para la Equidad de la Mujer, la Comisión 
Legal de Cuentas y de Investigación y Acusación de 
la Cámara de Representantes, estarán compuestas 
por dos miembros adicionales a lo establecido en la 
Ley 5ª de 1992.

5.	 CONFLICTOS DE INTERÉS
El artículo 293 de la Ley 5ª de 1992, modificado 

por el artículo tercero de la Ley 2003 de 2019, 
establece la obligación de los autores y ponentes de 
declarar las posibles circunstancias o eventos que 
puedan configurar un conflicto de interés, conforme 
al artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, el cual dispone 
que:

“Se entiende como conflicto de interés una 
situación donde la discusión o votación de un 
proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda 
resultar en un beneficio particular, actual y directo a 
favor del congresista.

a) 	 Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones 
a favor del congresista de las que no gozan el resto 
de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre formalmente 
vinculado.

b) 	 Beneficio actual: aquel que efectivamente se 
configura en las circunstancias presentes y existentes 
al momento en el que el congresista participa de la 
decisión.

c) 	 Beneficio directo: aquel que se produzca 
de forma específica respecto del congresista, de 
su cónyuge, compañero o compañera permanente, 
o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil”.

Se estima que, como resultado de la discusión 
y aprobación del presente proyecto de ley, no se 
generaría un conflicto de intereses, ya que no se 
afecta el interés particular, actual y directo de 
los congresistas, ni de su cónyuge, compañero o 
compañera permanente, o de sus parientes hasta 
el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil. Esto se debe a que la 
armonización que se propone es una medida de 
carácter general.

Ahora bien, en cuanto a los elementos que 
deben concurrir para que se configure la violación 
al régimen de conflictos de interés como causal de 
pérdida de investidura, el Consejo de Estado, en 
sentencia proferida el 10 de noviembre de 2009, hace 
las siguientes precisiones:

“No cualquier interés configura la causal de 
desinvestidura en comento, pues se sabe que solo 
lo será aquel del que se pueda predicar que es 
directo, esto es, que per se el alegado beneficio, 
provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 
que fue conocido por el legislador; particular, que 
el mismo sea específico o personal, bien para el 
congresista o quienes se encuentren relacionados 
con él; y actual o inmediato, que concurra para el 
momento en que ocurrió la participación o votación 
del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, 
futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que 
el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, 
económico o moral, sin distinción alguna”.

Se recuerda que la descripción de los posibles 
conflictos de interés que puedan presentarse durante 
el trámite del presente proyecto de ley, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, 
modificado por la Ley 2003 de 2019, no exime al 
congresista de identificar causales adicionales.

6.	 IMPACTO FISCAL
La Ley 819 de 2003, por la cual se dictan 

normas orgánicas en materia de presupuesto, 
responsabilidad y transparencia fiscal, y se dictan 
otras disposiciones, establece en su artículo séptimo 
lo siguiente:
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“El impacto fiscal de cualquier proyecto de 
ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que 
otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse 
explícito y deberá ser compatible con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo.

Para estos propósitos, deberá incluirse 
expresamente en la exposición de motivos y en las 
ponencias de trámite respectivas los costos fiscales 
de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 
generada para el financiamiento de dicho costo”. 

Conforme a lo expuesto, se señala que el 
presente proyecto de ley podría generar un impacto 
fiscal en relación con las fuentes de financiación 
del Presupuesto General de la Nación. No obstante, 
la Corte Constitucional, en las Sentencias C-911 
de 2007 y C-502 de 2007, precisó que el impacto 
fiscal de las disposiciones normativas no debe ser 
un obstáculo ni una barrera que impida el ejercicio 
de la función legislativa y normativa por parte de las 
corporaciones públicas.

Así las cosas, es necesario señalar que el Poder 
Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, dispone de los elementos técnicos 
necesarios para evaluar el impacto potencial sobre 
el erario público. Incluso, tiene la capacidad de 
demostrar a los miembros del Poder Legislativo 
la viabilidad financiera de la propuesta en estudio. 
Este proceso, sin embargo, debe entenderse como 
un ejercicio de persuasión y racionalidad legislativa, 
y no como un impedimento o veto.

Atentamente.
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* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 241 DE 2025 
CÁMARA

por medio del cual se establece la 
imprescriptibilidad de la acción de los delitos, 
faltas disciplinarias y responsabilidad fiscal, 

asociados a actos de corrupción y se dictan otras 
disposiciones.

Bogotá, D.C., 18 de agosto de 2025
Doctor,
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA 
Secretario General de la Cámara de Representantes 
ASUNTO: Radicación Proyecto de Ley 
Respetado secretario general:
En concordancia con el artículo 154 de la 

Constitución Política de Colombia y el artículo 
140 de la Ley 5ª de 1992, en nuestra condición 
de Congresistas de la República nos permitimos 
presentar ante la Secretaría General de la Cámara de 
Representantes de la República el presente Proyecto 
de Ley número 241 de 2025 Cámara, por medio del 
cual se establece la imprescriptibilidad de la acción 
de los delitos, faltas disciplinarias y responsabilidad 

fiscal, asociados a actos de corrupción y se dictan 
otras disposiciones.

Cordialmente,

1. PROYECTO DE LEY NÚMERO 241 DE 2025 
CÁMARA

por medio del cual se establece la imprescriptibilidad 
de la acción de los delitos, faltas disciplinarias 
y responsabilidad fiscal, asociados a actos de 

corrupción y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. El presente proyecto de ley 

tiene como objeto determinar la imprescriptibilidad 
de los delitos, faltas disciplinarias y responsabilidad 
fiscal asociados a actos de corrupción. 
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Artículo 2°. Modifíquese el artículo 83 de la Ley 
599 del 2000, por la cual se expide el Código Penal, 
el cual quedará así:

Artículo 83. Término de Prescripción de la 
Acción Penal. “Artículo modificado por el artículo 
8° de la Ley 2098 de 2021. El nuevo texto es el 
siguiente:” La acción penal prescribirá en un tiempo 
igual al máximo de la pena fijada en la ley, si fuere 
privativa de la libertad, pero en ningún caso será 
inferior a cinco (5) años, ni excederá de veinte (20), 
salvo lo dispuesto en el inciso siguiente de este 
artículo.

El término de prescripción para las conductas 
punibles de desaparición forzada, tortura, homicidio 
de miembro de una organización sindical, homicidio 
de defensor de Derechos Humanos, homicidio de 
periodista, desplazamiento forzado será de treinta 
(30) años. En las conductas punibles de ejecución 
permanente el término de prescripción comenzará a 
correr desde la perpetración del último acto. La acción 
penal para los delitos de genocidio, lesa humanidad 
y crímenes de guerra será imprescriptible.

Cuando se trate de delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, del incesto o del 
homicidio agravado del artículo 103A del Código 
Penal, cometidos contra niños, niñas y adolescentes, 
la acción penal será imprescriptible.

En las conductas punibles que tengan señalada 
pena no privativa de la libertad, la acción penal 
prescribirá en cinco (5) años.

Para este efecto se tendrán en cuenta las causales 
sustanciales modificadoras de la punibilidad. Al 
servidor público que en ejercicio de las funciones 
de su cargo o con ocasión de ellas realice una 
conducta punible o participe en ella, el término de 
prescripción se aumentará en la mitad. Lo anterior 
se aplicará también en relación con los particulares 
que ejerzan funciones públicas en forma permanente 
o transitoria y de quienes obren como agentes 
retenedores o recaudadores.

También se aumentará el término de prescripción, 
en la mitad, cuando la conducta punible se hubiere 
iniciado o consumado en el exterior.

En todo caso, cuando se aumente el término de 
prescripción, no se excederá el límite máximo fijado.

“Inciso adicionado por el artículo 70 de la Ley 
2277 de 2022. El nuevo texto es el siguiente:” En los 
delitos previstos en los artículos 402 (Omisión del 
agente retenedor o recaudador) 434A (Omisión de 
activos o inclusión de pasivos. inexistentes) y 434B 
(Defraudación o evasión tributaria) de la Ley 599 de 
2000 el término de prescripción de la acción penal se 
suspende por la suscripción de acuerdo de pago con 
la administración tributaria sobre las obligaciones 
objeto de investigación penal durante el tiempo en 
que sea concedido el acuerdo de pago, sin que se 
supere un término de cinco (5) años, contado desde 
el momento de suscripción del acuerdo, y hasta la 
declaratoria de cumplimiento o incumplimiento del 
acuerdo de pago por la autoridad tributaria. Acaecido 

cualquiera de estos eventos, se reanudará el término 
de prescripción de la acción penal.

La acción penal no prescribirá respecto de 
los delitos que constituyan actos de corrupción, 
cuando hayan sido ejecutados por servidores 
públicos, particulares, particulares en ejercicio 
de funciones públicas o que administren recursos 
públicos.

La imprescriptibilidad no será aplicable cuando 
se trate de conductas sancionables únicamente 
con pena de multa, cuando el hecho punible sea 
culposo, o cuando la pena mínima prevista sea 
inferior a tres (3) años de prisión.

Parágrafo: Se entenderán como actos de 
corrupción, para efectos del presente artículo, 
aquellos previstos en el ordenamiento penal 
Colombiano referido a los siguientes delitos: 
Peculado por apropiación, Peculado por uso, 
Peculado por aplicación oficial diferente, Peculado 
por aplicación oficial diferente frente a recursos de 
la seguridad social, Concusión, Cohecho propio, 
Cohecho impropio, Cohecho por dar u ofrecer, 
violación del régimen legal o constitucional 
de inhabilidades e incompatibilidades, Interés 
indebido en la celebración de contratos, Contrato 
sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos 
restrictivos de la competencia, tráfico de influencias 
de servidor público, tráfico de influencias de 
particular, Enriquecimiento ilícito, Prevaricato 
por acción, Prevaricato por omisión y soborno.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 9° de 
la Ley 610 del 2000, “por la cual se establece el 
trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las contralorías”, el cual quedará 
así:

Artículo 9°. Caducidad y prescripción. La 
acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) 
años desde la ocurrencia del hecho generador del 
daño al patrimonio público, no se ha proferido auto 
de apertura del proceso de responsabilidad fiscal. 
Este término empezará a contarse para los hechos 
o actos instantáneos desde el día de su realización, 
y para los complejos, de tracto sucesivo, de carácter 
permanente o continuado desde la del último hecho 
o acto. La responsabilidad fiscal prescribirá en cinco 
(5) años, contados a partir del auto de apertura del 
proceso de responsabilidad fiscal, si dentro de dicho 
término no se ha dictado providencia en firme que la 
declare. El vencimiento de los términos establecidos 
en el presente artículo no impedirá que cuando 
se trate de hechos punibles, se pueda obtener la 
reparación de la totalidad del detrimento y demás 
perjuicios que haya sufrido la administración, a 
través de la acción civil en el proceso penal, que 
podrá ser ejercida por la contraloría correspondiente 
o por la respectiva entidad pública.

Parágrafo. La acción fiscal no caducará, 
ni operara los términos de prescripción de la 
responsabilidad fiscal establecidos en el presente 
artículo, cuando el hecho generador del presunto 
daño patrimonial se derive de los siguientes delitos: 
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peculado por apropiación, peculado por uso, 
peculado por aplicación oficial diferente, peculado 
por aplicación oficial diferente frente a recursos 
de la seguridad social, concusión, cohecho propio, 
cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, 
violación del régimen legal o constitucional 
de inhabilidades e incompatibilidades, interés 
indebido en la celebración de contratos, contrato 
sin cumplimiento de requisitos legales, cuerdos 
restrictivos de la competencia, tráfico de influencias 
de servidor público, tráfico de influencias de 
particular, enriquecimiento ilícito, prevaricato por 
acción, prevaricato por omisión y soborno”.

La inoperancia de la caducidad y la 
imprescriptibilidad de la responsabilidad fiscal 
no serán aplicables cuando se trate de conductas 
culposas.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 
1952 de 2019, “por medio de la cual se expide el 
código general disciplinario se derogan la Ley 734 
de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 
2011, relacionadas con el derecho disciplinario”, el 
cual quedará así:

Artículo 33. Prescripción e interrupción de 
la acción disciplinaria. La acción disciplinaria 
prescribirá en cinco (5) años contados para las faltas 
instantáneas desde el día de su consumación, para 
las de carácter permanente o continuado, desde 
la realización del último hecho o acto y para las 
omisivas, cuando haya cesado el deber de actuar.

Cuando fueren varias las conductas juzgadas 
en un mismo proceso la prescripción se cumple 
independientemente para cada una de ellas.

La prescripción se interrumpirá con la notificación 
del fallo de primera instancia. Interrumpida la 
prescripción, esta se producirá sí. transcurridos dos 
(2) años desde la notificación del fallo de primera 
instancia no se notifica la decisión de segunda 
instancia.

Para las faltas señaladas en el artículo 52 de este 
Código, el término de prescripción será de doce (12) 
años. La prescripción, en estos casos, se interrumpirá 
con la notificación del fallo de primera instancia. 
Interrumpida la prescripción, esta se producirá si 
transcurridos tres (3) años desde la notificación 
del fallo de primera instancia no se ha notificado la 
decisión de segunda instancia.

Parágrafo 1°. Los términos prescriptivos aquí 
previstos quedan sujetos a lo establecido en los 
tratados internacionales que Colombia ratifique.

Parágrafo 2°. No operará la prescripción 
de la acción disciplinaria cuando la falta se 
derive de los siguientes delitos: peculado por 
apropiación, peculado por uso, peculado por 
aplicación oficial diferente, peculado por 
aplicación oficial diferente frente a recursos de 
la seguridad social, concusión, cohecho propio, 
cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, 
violación del régimen legal o constitucional 
de inhabilidades e incompatibilidades, interés 
indebido en la celebración de contratos, Contrato 

sin cumplimiento de requisitos legales, cuerdos 
restrictivos de la competencia, tráfico de influencias 
de servidor público, tráfico de influencias de 
particular, enriquecimiento ilícito, prevaricato por 
acción, Prevaricato por omisión y soborno.

La imprescriptibilidad no será aplicable cuando 
se trate de conductas culposas. 

Artículo 5°. Deber de diligencia. La 
imprescriptibilidad prevista en esta ley no 
exime a las autoridades competentes de la 
obligación constitucional y legal de actuar con 
debida diligencia, oportunidad y eficacia en la 
investigación, juzgamiento y sanción de estas 
conductas penales, disciplinarias y fiscales. 
Los entes de vigilancia y control, y los órganos 
de investigación deberán adelantar todas las 
actuaciones necesarias para evitar la impunidad, 
garantizando el respeto al debido proceso. 

El incumplimiento injustificado de este deber 
constituirá falta disciplinaria gravísima y dará 
lugar a las responsabilidades penales y fiscales a 
que haya lugar.

Artículo 6°. Interrupción de la prescripción. Los 
actos de corrupción previstos en el parágrafo 1° 
del artículo 59 de la Ley 2195 de 2022, diferentes a 
los dispuestos como imprescriptibles en la presente 
ley, dará lugar a la interrupción de la prescripción 
cuando el presunto delincuente haya eludido la 
administración de justicia.

Artículo 7°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de promulgación y 
deroga las disposiciones que le resulten contrarias.

Firmamos, 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
OBJETO 

El presente Proyecto de Ley tiene como objeto 
crear herramientas jurídicas efectivas en contra de 
la corrupción, a través de la imprescriptibilidad 
de los delitos relacionados con la corrupción. 

JUSTIFICACIÓN 
La presente iniciativa legislativa parte de un 

flagelo estructural, la corrupción, que afecta los 
derechos, la sociedad, la institucionalidad, la 
confianza, el Estado de Derecho, la democracia, 
el desarrollo económico y social, la paz y si se 
quiere la vida misma.

Por estas razones y con el propósito de 
promover medidas efectivas que contribuyan a 
remover los actos que permiten una impunidad en 
la investigación y sanción efectiva de los delitos 
asociados a la corrupción, esta reforma busca 
contemplar su imprescriptibilidad. 

En Colombia, el artículo 83 del Código 
Penal prevé la imprescriptibilidad para delitos 
especialmente graves, como el genocidio, lesa 
humanidad y crímenes de guerra o el abuso 
sexual contra menores. Por lo cual, se amplía ese 
catálogo a los delitos de corrupción, atendiendo a 
la gravedad de sus efectos.

La prescripción de la acción penal, como 
institución jurídica limita el ius puniendi del 
Estado para investigar y sancionar un delito, 
transcurrido un plazo establecido, lo que permite 
en casos graves como los de la corrupción 
convertirse en una herramienta para la impunidad, 
el desconocimiento de la tutela efectiva de los 
derechos y efectividad en el cumplimiento de 
aplicar la norma. 

El paso del tiempo, da lugar a que los delitos 
prescriban, generando con ello un incentivo 
para delinquir, ante la dilación o complejidad 
de los procesos, que la mayor parte de las veces 

enmarca operaciones sofisticadas, más aún hoy en 
la sociedad del riesgo y la inteligencia artificial, 
beneficiando los intereses de los que cometen 
los actos de corrupción sobre los derechos de 
las víctimas, o el principio de la definición de 
la situación procesal sobre el interés general de 
la sociedad; máxime cuando ningún derecho es 
absoluto. 

Es necesario que como sociedad se genere 
confianza en la aplicación de la norma, de la justicia 
y en las instituciones, que exista una sanción 
efectiva. Resulta desproporcionado actualmente 
colocar en el mismo juicio de reproche, y por ende 
en el mismo tratamiento jurídico a los delitos de 
menor gravedad que aquellos que en la sociedad 
generen un mayor perjuicio o lesión a los bienes 
jurídicamente tutelados. 

Lo anterior máxime cuando un número 
importante de los delitos asociados con actos de 
corrupción exige un sujeto calificado en calidad de 
servidor público, de quien es aún mayor el juicio 
de reproche por estar llamados a la vocación al 
servicio, incrementando –en la medida en que 
participan de la comisión de delitos en contra 
del patrimonio y/o la administración pública– la 
percepción de desconfianza y falta de credibilidad 
en las instituciones y el Estado; circunstancia que 
conlleva, en últimas, al rompimiento del pacto 
social.

En materia de la prescripción de la acción 
penal, se está legitimando la impunidad y la 
ganancia del corrupto. En la medida en que se 
encuentre viva en el tiempo la facultad de ejercer 
el poder de sancionar los actos de corrupción, se 
mantiene efectiva la protección de los derechos 
fundamentales de la ciudadanía, entre ellos 
incluso la promoción del control social (artículo 
2° de la C.P)

Según los datos de la Secretaría de Transparencia 
de la Presidencia de la República, la mayor parte 
de los delitos no tienen condena o se archivan por 
prescripción, “(…) De acuerdo con el consolidado 
del estado de denuncias asociadas a corrupción, 
hay en total 57.582, entre los años 2010 y 2023, de 
las cuales el 93.99% no tienen condena; el 89.7% 
sin captura, y el 77.15% están en indagación. 
(…). En el top 10 de los delitos asociados con 
corrupción administrativo 2010-2023 ocupa el 
primer lugar el peculado por apropiación con 
un 26%; seguido del contrato sin cumplimiento 
de requisitos legales, 24.6%; concusión, 10.1%; 
cohecho por dar u ofrecer, 9,8%; interés indebido 
en la celebración de contratos, 7.4%; cohecho 
propio, 3.7%; peculado por aplicación oficial 
diferente, 3.5%; enriquecimiento ilícito, 3.1%; 
tráfico de influencias de servidor público, 2.4%, 
y peculado por uso, 2.1%”

(https:/ /www.presidencia.gov.co/prensa/
Paginas/SECRETARIA-DE-TRANSPARENCIA-
R E V E L O - E L - P R I M E R - M A PA - D E - L A -
IMPUNIDAD-EN-COLOMB-230717.aspx).
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La imprescriptibilidad devuelve al Estado la 
capacidad real de investigar, sancionar y prevenir la 
comisión de delitos relacionados con la corrupción, 
y garantizar los derechos e intereses de toda la 
sociedad; en el marco de la independencia y 
eficiencia judicial y de sus órganos de vigilancia y 
control que garantizan su efectividad.

Es importante tener en cuenta que, la acción 
del Estado frente a la impunidad, la recuperación 
efectiva del erario público y sanción de los actos de 
corrupción no serán eficaces si la implementación de 
esta obligación internacional, de imprescriptibilidad 
frente a estos delitos, no se estructura de manera 
integral, por ello, estas medidas deben ser 
extensivas a los procesos de responsabilidad fiscal 
y disciplinaria. 

FUNDAMENTO DE LA IMPRESCRIPTI-
BILIDAD DE LA ACCIÓN PENAL EN CASO 
DE LOS DELITOS DE CORRUPCIÓN 

-	 No existen derechos absolutos – textura 
de principio – juicio estricto de proporcionalidad

En el ámbito del derecho penal, la Corte 
Constitucional ha señalado que la prescripción 
“es la cesación que el estado hace de su potestad 
punitiva por el cumplimiento del término estipulado 
en la ley” (Sentencia C-345 de 1995). Por lo cual, 
la imprescriptibilidad de la acción penal, es la 
consecuencia del cumplimiento del plazo fijado 
en la ley antes de que se profiera sentencia.  Aun 
cuando, de manera general, la Corte Constitucional 
ha sostenido que la extinción de la potestad 
punitiva del Estado por inactividad prolongada 
se fundamenta principalmente en la garantía de 
seguridad jurídica, derivada del debido proceso 
(artículo 29 C. P.), en tanto faculta al procesado 
a exigir una pronta y oportuna definición de su 
situación jurídica, como en la pérdida del interés de 
la sociedad en la sociedad en la sanción, juicio de 
reproche; la Corte Constitucional ha señalado que 
dicha garantía constitucional y legal no es absoluta, 
su alcance depende del valor constitucional de los 

bienes jurídicos protegidos frente a la acción penal 
específica que se pretenda exceptuar. 

Por ello, el legislador puede establecer 
excepciones fundadas en la protección de fines 
constitucionales de especial relevancia, siempre que 
estas superen un juicio estricto de proporcionalidad 
(Sentencia C-580 de 2002).

La Sentencia C-580 de 2002 se indicó frente a la 
prescriptibilidad, que:

“(...) esta garantía no puede ser absoluta. Su 
alcance depende del valor constitucional de los 
intereses protegidos mediante la acción penal 
específica frente a la cual se pretenda oponer.

Dependiendo del delito que pretenda juzgar, al 
iniciar una acción penal el Estado busca proteger 
intereses de diverso valor constitucional. Por esta 
razón, resulta razonable que el legislador le de un 
trato diferenciado al término de prescripción de la 
acción penal dependiendo del delito. En efecto, esto 
es posible entre otras razones debido al diferente 
valor constitucional de los intereses o bienes 
jurídicos protegidos. 

Por supuesto, ello no significa que el único 
criterio razonable para fijar el término de 
prescripción de la acción penal sea la gravedad de 
la conducta, pues dentro del diseño de la política 
criminal del Estado el legislador puede determinar 
el término de prescripción a partir de otros criterios 
valorativos que desde una perspectiva constitucional 
sean igualmente válidos a las consideraciones de 
tipo dogmático o axiológico. Entre ellos, pueden 
considerarse la necesidad de erradicar la impunidad 
frente a delitos en los cuales resulta especialmente 
difícil recopilar pruebas o juzgar efectivamente a 
los responsables (...)”.

Por consiguiente, no constituye una prohibición 
absoluta; si bien establece una restricción general 
que debe ser observada por el legislador, es posible 
establecer excepciones particulares, con base en el 
valor de los fines y valores constitucionales cuyo 
amparo se persiga a través del establecimiento del 
carácter imprescriptible de la acción penal, en el 
caso concreto.

En el mismo sentido, la Sentencia C-422 de 
2021 reiteró que la imprescriptibilidad de la acción 
penal, pese a encontrar respaldo en los artículos 28 
y 29 de la Carta, tiene naturaleza de principio, que 
constituye un mandato de optimización, la cual está 
sujeto a las posibilidades fácticas y jurídicas1; lo que 
habilita su restricción cuando, tras la ponderación, 
se identifiquen intereses y valores de mayor 
sustantividad y de superior jerarquía constitucional 
que justifiquen la excepción.

Según la Corte Constitucional, en la jurisprudencia 
precedente:

1	 ALEXY, Robert. Tres escritos sobre los derechos fundamenta-
les y la teoría de los principios. Bogotá : Universidad Externado 
de Colombia, 2009, p.95 – Traducción de Carlos Bernal Puli-
do-.
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 “(...) la imprescriptibilidad de la acción 
penal, garantía que según el desarrollo actual de 
la jurisprudencia encuentra fundamento en los 
artículos 28 y 29 de la Constitución, no plantea una 
regla incondicional, pues la textura de esta directriz 
corresponde a la de un principio. Por tal motivo, 
la restricción de este mandato es posible cuando se 
pretende asegurar el cumplimiento de intereses que, 
tras su ponderación, se consideren de mayor valor 
constitucional específico (...)”.

Así, el juicio estricto de ponderación parte de 
reconocer que la imprescriptibilidad de la acción 
penal para delitos de corrupción busca reconocer la 
tutela efectiva de intereses y principios jurídicos de 
un mayor valor, como el erradicar la impunidad, el 
interés general, la justicia, la moralidad pública, la 
transparencia, la protección del patrimonio estatal y 
la efectividad del ius puniendi y de la vigencia de la 
norma, todo ello en concordancia con compromisos 
internacionales y el mandato de lucha contra la 
impunidad.

Si bien esta medida implica una restricción de 
derechos como el debido proceso, y el derecho a un 
plazo razonable, la ponderación evidencia que, para 
los delitos más graves y recurrentes de corrupción, 
la imprescriptibilidad resulta idónea y necesaria para 
garantizar investigaciones y sanciones efectivas 
frente a conductas de especial lesividad social, y 
erradicar la impunidad de los delitos asociados a 
los actos de corrupción, respecto de los cuales tiene 
un número mayor de denuncias e impunidad en su 
investigación y sanción, dado entre otras razones 
por la dificultad de la recopilación de las pruebas.

como se anotó, entre los delitos relacionados 
con la corrupción con mayor concurrencia, y 
que tienen un mayor desvalor constitucional y 
legal, por generar el mayor flagelo de la sociedad, 
corresponde a: peculado por apropiación, peculado 
por uso, peculado por aplicación oficial diferente, 
peculado por aplicación oficial diferente frente a 
recursos de la seguridad social, concusión, cohecho 
propio, cohecho impropio, cohecho por dar u 
ofrecer, violación del régimen legal o constitucional 
de inhabilidades e incompatibilidades, interés 
indebido en la celebración de contratos, contrato 
sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos 
restrictivos de la competencia, tráfico de influencias 
de servidor público, Tráfico de influencias de 
particular, Enriquecimiento ilícito, Prevaricato por 
acción y Prevaricato por omisión.

Igualmente, en cumplimiento de compromisos 
internacionales y el mandato de lucha contra la 
impunidad, que exige establecer un plazo mayor 
o la obligación debe crearse un mecanismo para 
interrumpir la prescripción cuando el presunto 
delincuente haya eludido la administración de 
justicia.

-	 Derecho comparado e internacional
Varios instrumentos internacionales han 

establecido el compromiso de la lucha contra la 
corrupción, promoviendo que los Estados partes 

establezcan mecanismo para ampliar los términos 
de prescripción en sus ordenamientos internos y 
adoptar medidas legislativas efectivas para prevenir 
y castigar la corrupción. El Estado colombiano 
está en mora de cumplir con lo dispuesto en dichos 
tratados internacionales. 

Colombia como Estado parte de las convenciones 
internacionales, tiene una obligación internacional 
debe asegurar que los delitos de corrupción no 
queden impunes por barreras temporales artificiales.

Entre dichos instrumentos internacionales contra 
la corrupción que han sido ratificados por Colombia 
se encuentran:

•	 Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción, aprobada en Colombia mediante 
Ley 970 de 2005, que en su artículo 29 invita a 
los Estados a establecer plazos de prescripción 
suficientemente largos y, cuando proceda, a prever 
la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. 
Este artículo señala expresamente que:

“Artículo 29. Cada Estado Parte establecerá, 
cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, 
un plazo de prescripción amplio para iniciar 
procesos por cualesquiera, de los delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención y establecerá 
un plazo mayor o interrumpirá la prescripción 
cuando el presunto delincuente haya eludido la 
administración de justicia” (Subrayado fuera de 
texto).

•	 Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, 
ratificada mediante Ley 800 de 2003, que obliga a 
tipificar y sancionar severamente las conductas que 
lesionan el patrimonio público. Este artículo señala 
expresamente que:

“Artículo 9°.
Medidas contra la corrupción

1.	 Además de las medidas previstas en el 
artículo 8° de la presente Convención, cada Estado 
Parte, en la medida en que proceda y sea compatible 
con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas 
eficaces de carácter legislativo, administrativo 
o de otra índole para promover la integridad y 
para prevenir, detectar y castigar la corrupción de 
funcionarios públicos. 

2.	 Cada Estado Parte adoptará medidas 
encaminadas a garantizar la intervención eficaz 
de sus autoridades con miras a prevenir, detectar 
y castigar la corrupción de funcionarios públicos, 
incluso dotando a dichas autoridades de suficiente 
independencia para disuadir del ejercicio de 
cualquier influencia indebida en su actuación”.

IMPACTO FISCAL
Recordando la Ley 819 de 2003, por la cual se 

dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, 
responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan 
otras disposiciones, en su artículo 7° indica que 
“el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, 
ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que 
otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse 
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explícito y deberá ser compatible con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo. Para estos propósitos, 
deberá incluirse expresamente en la exposición de 
motivos y en las ponencias de trámite respectivas 
los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de 
ingreso adicional generada para el financiamiento 
de dicho costo”.

Haciendo relación a los posibles costos, se 
menciona que no se incurre en gastos adicionales en 
este proyecto, pues el Estado actuará con su mismo 
aparato institucional. 

Asimismo, la Corte Constitucional, ha indicado 
que el impacto fiscal no puede ser, en ningún caso, 
un obstáculo para el desarrollo de las iniciativas 
legislativas. En la Sentencia C-490 de 2011, la 
Corte manifestó que: El mandato de adecuación 
entre la justificación de los proyectos de ley y la 
planeación de la política económica, empero, no 
puede comprenderse como un requisito de trámite 
para la aprobación de las iniciativas legislativas, 
cuyo cumplimiento recaiga exclusivamente en el 
Congreso. Ello en tanto (i) el Congreso carece de 
las instancias de evaluación técnica para determinar 
el impacto fiscal de cada proyecto, la determinación 
de las fuentes adicionales de financiación y la 
compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo; 
y (ii) aceptar una interpretación de esta naturaleza 
constituiría una carga irrazonable para el Legislador 
y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, 
a través del Ministerio de Hacienda, respecto de la 
competencia del Congreso para hacer las leyes. Un 
poder de este carácter, que involucra una barrera en 
la función constitucional de producción normativa, 
se muestra incompatible con el balance entre los 
poderes públicos y el principio democrático.

La exigencia de la norma orgánica, a su vez, 
presupone que la previsión en cuestión debe 
contener un mandato imperativo de gasto público. 
Y en Sentencia C-502 de 2007 de la misma 
Corte, señaló que el impacto fiscal de las normas 
no puede convertirse en impedimento para que 
las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa. En la realidad, aceptar que 
las condiciones establecidas en el artículo 7° de la 
Ley 819 de 2003 constituyen un requisito de trámite 
que le incumbe cumplir única y exclusivamente 
al Congreso, reduce desproporcionadamente la 
capacidad de iniciativa legislativa que reside en el 
Congreso de la República, con lo cual se vulnera 
el principio de separación de las Ramas del Poder 
Público, en la medida en que se lesiona seriamente 
la autonomía del Legislativo.

CONFLICTO DE INTERESES
Según lo establecido en el artículo 3° de la Ley 

2003 de 2019, corresponde enunciar las posibles 
circunstancias en las que se podría incurrir en 
conflicto de interés por parte de los congresistas que 
participen de la discusión y votación del Proyecto de 
Ley. En ese sentido, señala el artículo 1º de la Ley 
2003 de 2019 lo siguiente:

“ARTÍCULO 1° El artículo 286 de la Ley 5ª de 
1992 quedará así:

ARTÍCULO 286. Régimen de conflicto de interés 
de los congresistas. Todos los congresistas deberán 
declarar los conflictos de intereses que pudieran 
surgir en el ejercicio de sus funciones. Se entiende 
como conflicto de interés una situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley o acto 
legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista.

a.	 Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones 
a favor del congresista de las que no gozan el resto 
de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre formalmente 
vinculado.

b. 	 Beneficio actual: aquel que efectivamente se 
configura en las circunstancias presentes y existentes 
al momento en el que el congresista participa de la 
decisión.

c. 	 Beneficio directo: aquel que se produzca 
de forma específica respecto del congresista, de 
su cónyuge, compañero o compañera permanente, 
o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil”.

Por todo lo anterior solicitamos respetuosamente 
tramitar esta iniciativa legislativa con el propósito de 
avanzar en acuerdos fundamentales para actuar en 
contra de la corrupción y en favor de la transparencia 
en nuestro país.

Cordialmente,
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